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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 210/2022-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

REGISTRADOR PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL CATASTRO DEL DISTRITO JUDICIAL DE TAMAZUNCHALE, SAN LUIS POTOSÍ. 

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., treinta de junio de dos mil veintidós.  

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 210/2022-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintiocho de marzo del presente año, se tuvo a **********demandando por sus propios derechos, los actos y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDAD DEMANDADA: 

- Registrador del Instituto Registral y Catastral del Distrito Judicial de Tamazunchale, San Luis Potosí.  **********
ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********

FECHA DE CONOCIMIENTO:**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del treinta de mayo del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia de los actos impugnados, de lo que se tiene que el actor precisa como actos: 

**********
En ese sentido, la existencia de los actos reclamados se acredita con los documentos visibles a fojas ********** de este expediente, documentos a los que se les otorga valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de documentos públicos emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.

  TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda**********demandando por sus propios derechos la nulidad de los actos señalados en el resultando primero de esta resolución. 

 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en los actos impugnados se encuentran directamente dirigidos al demandante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio. 

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma no se encuentran acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que mediante proveído del veintiséis de abril de dos mil veintidós, se le tuvo por precluido su derecho, en virtud de que no aportó el nombramiento que la acredita como tal, por tanto se le tuvieron por cierto los hechos denunciados salvo prueba en contrario.   

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer ponunciamiento alguno. 
QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a foja de la 04 a la 08 del presente expediente. 
   SEXTO.- El actor hace valer un  Primer y Único Concepto de Impugnación, dentro del que esgrime agravios consistentes en que las resoluciones recurridas, se encuentran indebidamente fundadas y motivadas, negándose la demandada a cancelar los embargos que se encuentran señalados en los actos impugnados y que en su momento las autoridades administrativas realizaron como garantías de pago de créditos fiscales y que hasta el día de presentación de su demanda, no se habían solicitado su reinscripción.

Lo anterior porque dice que en la fundamentación que utilizó la demandada, omitió señalar el artículo 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y que ello lo deja en estado de indefensión, pues pretende  que acuda a todas las autoridades a solicitar la cancelación del embargo de garantía de créditos fiscales ya extintos, violentando en su perjuicio los artículos 14, 16 y 17 de la Carta Magna. 

Que dejó de aplicar el artículo 62 en su fracción VI, mismo que da la pauta para que la responsable cancele los embargos o gravámenes señalados en sus escritos, violando los artículos 164 y 165, los cuáles tiene relación directa con el artículo 250 del Código de la materia.

Que con lo anterior se generan evidentes omisiones, inseguridad jurídica en su perjuicio, dado que la fundamentación y motivación debe de extenderse a todo lo necesario para que pueda esgrimir una adecuada defensa en contra de las resoluciones que dice laceran su esfera de bienes y derechos, lo que en el caso no se satisface. (F. 04, 05, 06 y 07)      
Previamente a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario señalar que de acuerdo a lo manifestado por el demandante en su escrito inicial de demanda, particularmente en la foja 04, manifestó que el ********** presentó cuatro escritos libres ante la demandada, en los que solicitó se hiciera la cancelación de los gravámenes especificados en el párrafo segundo de cada escrito. 

Ahora bien, al remitirnos a uno de esos escritos**********, se aprecia que la solicitud fue en el siguiente sentido: 

**********

Como se podrá apreciar, para efectos de solicitar ante la demandada la cancelación de los gravámenes que ahí se mencionan, el entonces peticionante se fundamentó en los artículos 61 y 62 fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que dicen: 
“ARTÍCULO 61. Las inscripciones no se extinguen sino por su cancelación, o por el registro de la transmisión del dominio o derecho real inscrito a favor de otra persona. 

La cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial.

 Sin embargo, podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción. 

Las anotaciones preventivas podrán ser canceladas sólo por caducidad, por realizarse el registro definitivo, o por cancelación ordenada o autorizada por el funcionario o autoridad competente.”

“ARTÍCULO 62. Podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos, cuando: 

VI. Tratándose de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito; con excepción del embargo para garantizar el pago de alimentos, créditos laborales y aquéllos que por Ministerio de Ley deban ser ordenados por las autoridades competentes.”

Ahora bien, al remitirnos al acto que se impugna, particularmente al identificado con el **********, de su contenido se advierte lo siguiente: 

**********
Pues bien, del texto en cita, se advierte que la demandada para efectos de la respuesta dada al actor, se fundamentó en el artículo 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado. 

Por otro lado, las razones y motivos en que se basó la demandada se hicieron consistir en que el solicitante de la cancelación, debe ser el acreedor y no el deudor, pues aquel, o sea, el acreedor, sería la persona interesada y de quien se requerirá el consentimiento para la cancelación, amén de que el documento en que se solicite la cancelación de acuerdo con el artículo invocado, deberá de hacerse en instrumento público a solicitud del acreedor y no del deudor.

Agregó además que si el peticionario advirtiera alguna acción legal para pedir la cancelación de los gravámenes que refiere en su solicitud con el argumento de que no se han reinscrito dichos gravámenes, debería hacerlo en la vía judicial.

Sin bien es cierto que la demandada fue omisa en hacer referencia al artículo 62 fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, no menos cierto lo es que ello no le causa ningún perjuicio al actor, puesto que el numeral en cita establece que podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos cuando se trate de un embargo, habiendo transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción sin que se haya reinscrito, no menos cierto lo es que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha determinado que no basta el solo transcurso del término de tres años, a partir de la fecha de la inscripción de un embargo, para que se pueda ordenar su cancelación, sino que es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor del juicio que le dio origen que haga racionalmente presumir, para explicar tal inactividad, la existencia de novación, transacción o algún otro arreglo entre las partes, que deba privar de fuerza al embargo.

Sirviendo de apoyo el siguiente criterio de jurisprudencia que al respecto dice:

“REGISTRO PÚBLICO, CANCELACIÓN DE INSCRIPCIONES DE EMBARGOS EN EL.- No basta el solo transcurso del término de tres años, a partir de la fecha de la inscripción de un embargo, para que se pueda ordenar su cancelación, sino que es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor, que haga racionalmente presumir, para explicar tal inactividad, la existencia de novación, transacción o algún otro arreglo entre las partes, que deba privar de fuerza al embargo.”
Entonces, para que proceda la cancelación de las inscripciones establecidas en el artículo 62, fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, además del transcurso del referido lapso, a fin de otorgar certeza jurídica respecto de la situación que pueda generar, debe preceder una determinación judicial en ese sentido, que considere lo expuesto por el Máximo Tribunal del País en el criterio señalado, en observancia del derecho fundamental de seguridad jurídica.

Lo anterior porque así se privilegia la seguridad jurídica que debe imperar respecto de los asientos registrales, protegiendo este derecho fundamental de las personas beneficiarias de éstos, pues el fin primordial del Registro Público de la Propiedad es salvaguardar, precisamente, ese derecho respecto de las inscripciones que se realizan para identificar a los propietarios de los inmuebles inscritos o de los derechos reales registrados y con ello impedir su dilapidación a través de figuras fraudulentas en las enajenaciones y gravámenes, por ello, no puede existir flexibilidad en la cancelación de las inscripciones que sobre aquéllos se realicen.

Resulta aplicable, por analogía, la diversa tesis aislada que en su texto dice lo siguiente:
 

“REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD, CANCELACION DE INSCRIPCIONES EN EL. Para que se extinga una inscripción en cuanto a tercero, es indispensable que sea cancelada, según preceptúa el artículo 3029 del Código Civil del Distrito Federal, y la cancelación puede llevarse a efecto por consentimiento de las partes o por decisión judicial, de acuerdo con el artículo 3030, estando perfectamente relacionado con esas disposiciones, el artículo 3032, fracción VI, al decir que puede pedirse y deberá ordenarse la cancelación total de una cédula hipotecaria o de un embargo, cuando hayan transcurrido tres años desde su fecha. Ahora bien, no puede pretenderse que la inscripción, por el sólo transcurso de tres años, caduca o pierde su fuerza legal en cuanto a tercero, pues no pedida su cancelación ni acordada, consiguientemente, conserva toda su fuerza. Por otra parte la Suprema Corte de Justicia ha establecido, que no basta el transcurso de tres años, para que pueda ordenarse la cancelación de una inscripción de embargo o de cédula hipotecaria, sino que es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor en el juicio.”
En el caso que nos ocupa,  el ahora actor solicitó la cancelación de la inscripción de los gravámenes contenidos en los bienes de su propiedad señalados en las cuatro solicitudes libres que presentó ante la demandada y en los que manifestó su razón de dichas cancelaciones, consistente en que “HA TRANSCURRIDO EL TÉRMINO DE LEY, sin que la a fecha se hayan reinscrito los mismos”,  fundamentando para tales efectos su petición en los artículos 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en particular en lo dispuesto en la fracción VI del precepto citado en último orden. 

Sin embargo, se considera ineficaz el concepto de impugnación que nos ocupa, pues descansa en la simple manifestación del demandante de que se actualizan los supuestos establecidos en el artículo 62, fracción VI de la Ley en comento, esto es, que debía cancelarse la inscripción del embargo, en razón de que HA TRANSCURRIDO EL TÉRMINO DE LEY, esto es, que habían transcurrido más de tres años desde la fecha de inscripción de los mismos sin que se hayan reinscrito.

Sin embargo, soslaya el impetrante que en las ejecutorias antes transcritas, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, reiteradamente sostuvo el criterio de que no basta el solo transcurso del término de tres años a partir de la fecha de la inscripción de un embargo, para que su cancelación se ordene, sino es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor del juicio que les dio origen, que haga racionalmente presumir para explicar tal inactividad, la existencia de novación, transacción o algún otro arreglo entre las que deba privar de fuerza al embargo, circunstancia ésta última que no se acredita en el presente juicio, pues no se advierte determinación judicial en ese sentido.

Entonces,  la pretensión del actor de que se actualice el segundo de los supuestos de cancelación de un registro a que se alude el artículo 61, segundo párrafo, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistente en la cancelación a petición de parte, entre otros supuestos, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley, en relación con el precepto citado en primer orden, es insuficiente. 

A mayor abundamiento, el acto de inscripción en el Registro Público, le atribuye derechos a la persona a cuyo beneficio se hizo el registro, por lo que dicho precepto en comento (artículo 62, fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí), si bien faculta a pedir la cancelación total de la inscripción de un embargo cuando hayan transcurrido tres años desde la fecha de tal inscripción; también cierto lo es, que no autoriza a la autoridad registral a hacer dicha cancelación, sin audiencia del embargante interesado en que subsista la inscripción relativa a un embargo, pues tal presunción en que radica la existencia del artículo 62, fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, derivada del simple transcurso del término a que literalmente alude, se destruye objetivamente, en virtud de cualquier promoción de la parte interesada, desaparece dicha presunción y deja de aplicarse la prevención legal en cuestión.

Sirve de apoyo a lo anterior las tesis aisladas que enseguida se transcriben:

“REGISTRO PUBLICO, CANCELACION DE INSCRIPCIONES DE EMBARGOS EN EL. En las ejecutorias que formaron la tesis jurisprudencial número 298, esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reiteradamente sostuvo el criterio de que no basta el solo transcurso del término de tres años a partir de la fecha de la inscripción de un embargo, para que su cancelación se ordene; sino es necesario que ese lapso coincida con una absoluta inactividad procesal por igual tiempo, imputable al actor, que haga racionalmente presumir para explicar tal inactividad, la existencia de novación, transacción o algún otro arreglo entre las que deba privar de fuerza al embargo y es natural que cuando la presunción en que radica la existencia del precepto legal, derivada del simple transcurso del término a que literalmente alude, se destruye objetivamente, en virtud de cualquier promoción de la parte interesada, desaparece dicha presunción y deja de aplicarse la prevención legal en cuestión.”

“REGISTRO PUBLICO. CANCELACION DE INSCRIPCIONES EN EL. Para que pueda cancelarse una inscripción en el Registro Público debe oírse a la persona a cuyo beneficio se hizo el registro, porque las prevenciones del artículo 14 constitucional están por encima de cualquier otro precepto legal.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

“REGISTRO PUBLICO, CANCELACION DE INSCRIPCIONES EN EL. Para llevarse a cabo la orden de cancelación de una reinscripción o inscripción en el Registro Público, en términos de legalidad, respecto de un embargo, debe ser oído el embargante, ya que el acto de inscripción en el Registro Público le atribuye derechos.”

Asimismo, por analogía, sirven de sustento las tesis siguientes:

“EMBARGOS. CANCELACION DE SU INSCRIPCION EN EL REGISTRO PUBLICO (LEGISLACION DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI). La interpretación conjunta de las disposiciones relativas a la extinción de las inscripciones en el Registro Público, contenidas en el capítulo V del título segundo, de la tercera parte del libro cuarto del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, lleva a concluir que fuera del caso en que la cancelación de una inscripción registral se haga por consentimiento de las partes; para realizarla válidamente, es necesario oír a los interesados, ya sea a través de un incidente o de un juicio; sin que sea obstáculo para ello, la facultad que concede el artículo 2861, fracción VI de pedir y a ordenar la cancelación total de la inscripción de un embargo cuando hayan transcurrido tres años desde la fecha de tal inscripción, puesto que el propio precepto no autoriza a hacer dicha cancelación, sin audiencia del embargante interesado en que subsista la inscripción relativa a un embargo.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO.”
 “REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD. GARANTIA DE AUDIENCIA EN LA CANCELACION DE INSCRIPCIONES. EMBARGO (LEGISLACION DEL ESTADO DE JALISCO). La interpretación conjunta de los artículos 2967, 2969, fracción VI, y 2982, todos del Código Civil del Estado de Jalisco, no deja lugar a dudas de que, fuera del caso en que la cancelación de una inscripción registral se haga por consentimiento de las partes, para realizarla válidamente es necesario oír a los interesados, ya sea a través de un incidente o de un juicio, según las hipótesis que prevé el último de los preceptos citados. En tales circunstancias, cuando el director y el subdirector del Registro Público de la Propiedad llevan a cabo la cancelación de un embargo sólo a petición del propietario del inmueble y fuera de todo procedimiento, es claro que violan en perjuicio del embargante la garantía de audiencia prevista por el artículo 14 constitucional. A lo acabado de expresar no son obstáculo el artículo 2969, fracción VI, ya invocado, del Código Civil de Jalisco, y el diverso numeral 126 del Reglamento del Registro Público de la Propiedad del mismo Estado, pues el primero de esos preceptos faculta a pedir y a ordenar la cancelación total de la inscripción de un embargo cuando hayan transcurrido tres años desde la fecha de tal inscripción, pero no autoriza a hacer dicha cancelación sin audiencia del embargante; y en cuanto al segundo de esos preceptos -el cual apartándose de su finalidad reglamentaria estatuye la anulación automática de las inscripciones a que se refiere y faculta al registrador para hacer cancelaciones por solicitud de cualquier interesado y sin necesidad de orden judicial-, es necesario considerar que no puede tener el alcance de nulificar normas de mayor jerarquía, como son las anteriormente mencionadas, conforme a las cuales debe, a pesar de tal disposición reglamentaria, respetarse la garantía de audiencia en favor del interesado en que subsista la inscripción del embargo.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL TERCER CIRCUITO.

Aunado a lo anterior, la autoridad demandada en los actos que se impugnan, determinó que en caso de que a la fecha no se hubieran reinscrito dichos gravámenes, el hoy actor debía hacer valer su acción de cancelación de registro en la vía judicial,

En las relatadas condiciones, la autoridad registral no puede llevar a cabo las cancelaciones solicitada, toda vez que conforme a la ley de la materia, para la cancelación de cualquier derecho inscrito, deberá de hacerse constar en instrumento público otorgado ante Notario Público, o por resolución judicial, motivos por los que se considera que la actuación de la demandada resulta legal. 

 No obstante de que la emisora de los actos para determinar que no ha lugar a acordar de conformidad lo solicitado, se sustentó además en diversos argumentos relacionados con el supuesto de cancelación a petición de parte interesada, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción, que prevé el párrafo segundo del numeral 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, sin embargo, el accionante en el presente juicio no formuló conceptos de impugnación a este respecto.

Por su parte, la autoridad demandada no se manifestó al respecto, ya que mediante auto del veintiséis de abril del presente año, se le tuvo por no contestando la demanda de nulidad, en virtud de que no aportó el nombramiento que la acredita como tal. 
Así las cosas, ante lo infundado e insuficiente de los argumentos de impugnación y sobre la base en las consideraciones anteriores, en las resoluciones contenidas en **********emitidos por la autoridad demandada, mediante los que acuerda que no ha lugar a acordar de conformidad con lo solicitado por la hoy actora, prevalece la presunción de legalidad de los referidos actos, prevista en el segundo párrafo del artículo 248 del propio Código, en consecuencia, es procedente reconocer la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ de los actos materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� jurisprudencia 349, sostenida por la entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 294, del Tomo IV, Civil, Jurisprudencia SCJN, Apéndice 2000, Quinta Época, con número de registro 913291


� Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LXXVII, página 827


� Época: Séptima, Registro: 242266, Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 22, Cuarta Parte, Materia(s): Civil, Tesis:Página:73.





 Época: Octava, Registro: 211865, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo XIV, Julio de 1994, Materia(s): Civil, Tesis: VI.2o.424 C, Página: 771.


 


Quinta Época, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo CII, Materia(s): Administrativa, Civil, Página: 600
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